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La historia reciente del país a través de una pugna 

La estatización de las elecciones sindicales
Enrique Marín*

El control estatal de las elecciones sindicales  

ha sido un instrumento de demolición del movimiento 

sindical, operación en la que no ha habido  

sino perdedores. El diálogo es una necesidad  

para recomponer los platos rotos

El control estatal de las elecciones sindicales, dis-
puesto por la Constitución de 1999, fue una ma-
niobra artera, demoledora para el movimiento 
sindical y que hoy desacredita internacionalmen-
te al Gobierno.

Se encargó al poder electoral el control de las 
elecciones sindicales en reacción a la práctica 
muy compartida de no hacer elecciones, o elec-
ciones limpias al menos, o puntuales. Muerto el 
perro se acabaría la rabia. Sin poder electoral 
propio los sindicatos tendrían dirigencias trans-
parentes, elegidas puntualmente bajo la mirada 
imparcial y eficiente del Estado. 

Ahora se entiende que esa medida no fue si-
no parte de un movimiento antisindical, origi-
nado en una declaración de guerra para destruir 
a la CTV y reemplazar una dirigencia por otra 
apadrinada por el Gobierno.1

La injerencia electoral se fue dando en un en-
tramado confuso de decisiones: secuestro del 
derecho de organizar elecciones, imposición de 
la renovación de la dirigencia sindical, invento 
de la mora electoral, junto con acciones puntua-
les de acoso a los sindicatos críticos.
•	Al Consejo Nacional Electoral (CNE) le tocaría 

ejercer una especie de tutela electoral sobre 
los sindicatos.

 •	Un controversial referéndum sindical obligó a 
los sindicatos a la renovación inmediata de 
sus directivas.

 •	La mora electoral anularía las directivas sin-
dicales con mandato vencido.
El CNE y el Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) 

fueron los instrumentos para materializar estas 
decisiones. Uno haría la estatización de las elec-
ciones sindicales y el otro la refrendaría.
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El CNE o la organización de la injerencia 
El CNE hizo una especie de barrido y después 

montó su sistema de elecciones sindicales: anu-
ló las elecciones sindicales posteriores al 30 de 
diciembre de 1999 por haberse realizado sin in-
tervención del poder electoral, suspendió más 
de un año las elecciones sindicales para dedi-
carse a las elecciones cívicas pendientes y con-
vocó, para el 3 de diciembre de 2000, un refe-
réndum decidido por la Asamblea Constituyen-
te a instancias del Gobierno, para la renovación 
de toda la dirigencia sindical mediante eleccio-
nes generales y la suspensión de la que existía 
para entonces2. 

El referéndum fue un fracaso y una derrota 
política para el Gobierno. Aprobado, pero con 
una abstención del 76,50%3. Esto permitió a los 
sectores opositores demostrar que eran mayori-
tarios. Las organizaciones sindicales, en particu-
lar la CTV, aceptaron las consecuencias del re-
feréndum, incluido el cese de las directivas de 
federaciones y confederaciones, y concurrieron 
a elecciones. De 2 mil 974 organizaciones sindi-
cales registradas, 2 mil 044 pertenecían a la CTV. 
El Frente Unitario de Trabajadores (FUT) obtuvo 
64% de los votos y el oficialismo 19%4. Esos 
procesos electorales estuvieron a cargo de co-
misiones electorales designadas por los sindica-
tos, pero regidos por un estatuto del CNE, con 
registros de votantes aprobados por ese orga-
nismo y bajo su control. 

Las elecciones produjeron el efecto mágico de 
legitimar a las nuevas directivas, verbo usado 
impropiamente hasta por jueces y sindicalistas. 
Pero a organizaciones que no fueron a eleccio-
nes no les pasó nada; en cambio, la CTV las 
hizo en 2001 y le fueron anuladas cuatro años 
después por el CNE en condiciones extrañas, 
por decir lo menos5. 

Pasados los tres años de la elección de las di-
rectivas sindicales hubo necesidad de renovarlas. 
Ahí fue cuando los sindicatos supieron lo que 
era el peso del CNE. De 2001 a 2009, debieron 
acatar sus pautas y decisiones y todavía lo ha-
cen. Para convocar a elecciones y designar a la 
comisión electoral necesitaban la autorización 
del CNE. Sin su reconocimiento, publicado en 
la Gaceta Electoral, una elección se tendría por 
no realizada. Al CNE correspondía también ase-
sorar, supervisar, controlar la legalidad de las 
elecciones y cumplir funciones de policía. Eva-
cuaba toda clase de consultas, vigilaba el desa-
rrollo de los procesos electorales y adoptaba 
medidas para hacer cumplir sus normas; por 
ejemplo, mediante la peculiar revisión de las 
decisiones de la comisión electoral, a cuyo efec-
to conocía de una diversidad de recursos7. 

Nuevas normas, de 2009, hicieron facultativa 
la intervención del CNE. Técnicamente opera 
sólo a solicitud sindical. Sin embargo, muchos 
sindicatos la requieren de manera voluntaria, 
curándose en salud, para evitar que sus eleccio-
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les declare en mora. Además, otras normas del 
CNE permiten que cualquier trabajador paralice 
la proclamación de las elecciones, lo cual se 
presta a injerencias antisindicales de todo tipo 
y de hecho es lo que ha ocurrido8.

De todas maneras, el cambio normativo llegó 
tarde. El trabajo de demolición ya estaba hecho 
y hay un marasmo en el movimiento sindical 
tras la desaparición, la división, o el debilita-
miento de las organizaciones, así como la mul-
tiplicación de falsas cooperativas y sindicatos 
paralelos.

Los obstáculos a las elecciones y el paralelis-
mo sindical revelan cómo unas decisiones apa-
rentemente aisladas formaban parte de una tra-
ma eficaz para entorpecer el funcionamiento y 
la vida misma del movimiento sindical no afec-
to al Gobierno. 

El TSJ o la bendición de la injerencia
La estatización de las elecciones sindicales dio 

lugar a una serie de procesos, principalmente 
en las salas Constitucional y Electoral del TSJ. 
Es lo que ésta última denominó en un caso la 
“judicialización del contencioso sindical”. La so-
lución de los conflictos sindicales quedó en ma-
nos de jueces extraños a ese mundo y compro-
metidos con el Gobierno. 

El TSJ se cuadró con el modelo intervencio-
nista de la Constitución y todas sus consecuen-
cias. En su criterio, la libertad sindical está bien 
resguardada allí.

Tres temas despejaron el camino para la es-
tatización de las elecciones sindicales: la com-
petencia electoral sindical del CNE, la constitu-
cionalidad del referéndum sindical y la mora 
electoral.

1. Competencia electoral sindical del CNE 
Según la Sala Constitucional, la competencia 

del CNE para organizar las elecciones sindicales 
no es contraria a la libertad sindical: “…el artí-
culo 293 numeral 6 del texto fundamental, que 
la establece, no revela una colisión (…) con lo 
señalado en los artículos 3 y 8 del Convenio Nº 
87 de la Organización Internacional del Traba-
jo…”9. La Sala consideró redundante, en un caso, 
que se alegaran normas internacionales en la 
materia pues esa libertad está contemplada en 

la Constitución10. Así, la Sala se encerró en una 
visión de la Constitución más estrecha que la 
del Convenio 87, el cual establece plena autono-
mía de los sindicatos para organizar sus eleccio-
nes. Olvidaba la obligación internacional de Ve-
nezuela de adaptar sus normas a ese Convenio, 
por haberlo ratificado, y porque la propia Cons-
titución le confiere prevalencia sobre sus propias 
normas11. 

En cambio, la OIT ha dicho que la norma que 
da facultad electoral-sindical al CNE es contraria 
al Convenio 87 y debe ser derogada. Los esta-
tutos sindicales son los que deben reglamentar 
la elección de dirigentes sindicales y no un ór-
gano extraño. También ha dicho que las normas 
del CNE de 2009, como las anteriores, son con-
trarias al Convenio por reglamentar minuciosa-
mente las elecciones sindicales, otorgar un papel 
intervencionista al CNE y permitir recursos de 
trabajadores que pueden paralizar los procesos 
electorales. En consecuencia, para la OIT esas 
normas deben ser reformadas. Que no haga fal-
ta comunicar al CNE el cronograma electoral, ni 
publicar los resultados electorales en la Gaceta 
Electoral para que sean reconocidos, y que los 
recursos relativos a elecciones sindicales sean 
decididos por jueces. Recuerda, además, que el 
Comité de Libertad Sindical ha constatado repe-
tidas veces injerencias del CNE incompatibles 
con el Convenio12.

La posición de la Sala recuerda la del Tribunal 
Constitucional chileno durante la dictadura. Ese 
Tribunal aplicaba una norma constitucional que 
sancionaba con pérdida del empleo y de la po-
sibilidad de ocupar determinados cargos y fun-
ciones a las personas con ciertas convicciones 
políticas. La OIT señaló reiteradamente que la 

Desconocimiento de la elección de la CTV

Desconocimiento y anulación  
de la elecciones de la CTV
La elección del Comité Ejecutivo de la CTV contó 
con amplia participación de tendencias, inclusive la 
oficialista. Fue accidentada, con denuncias de fraude, 
irregularidades diversas, una elevada abstención y no 
pudo haber votaciones en regiones como el Zulia. Con 
todo “las elecciones se realizaron en su mayor parte, 
la voluntad popular se manifestó, el acto de votación 
se dio”, y arrojó resultados claramente favorables a 
los sectores de oposición, pero desconocidos por los 
oficialistas y el Gobierno.6 Ese Comité, cuestionado 
y marginado por el Gobierno, tuvo sin embargo 
legitimidad como para llevar a los trabajadores al paro 
general del 10 de diciembre de 2001.
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sobre discriminación en el empleo y la ocupa-
ción, y solicitó su derogatoria, producida años 
después13. Actualmente la OIT solicita la modi-
ficación del numeral 6 del artículo 263 de nues-
tra Constitución.

Sorprende que la Sala Constitucional, desco-
nociendo obligaciones internacionales derivadas 
del Convenio 87, haya sostenido con tanta fuer-
za y obstinación la bandera de la libertad sindi-
cal para justificar normas que la contrarían os-
tensiblemente; que acepte como buena una nor-
ma constitucional que le quita al sindicato la 
facultad de darse su propio gobierno mediante 
elecciones organizadas internamente, para pa-
sarla a un órgano del Estado. 

Dos concepciones de la libertad sindical se 
oponen: la del Convenio 87, de autonomía sin-
dical, y la de la Constitución, defendida por el 
TSJ, de libertad bajo tutela.

2. Constitucionalidad del referéndum sindical
El referéndum era una clara interferencia en la 

vida de las organizaciones sindicales. Por eso la OIT 
hizo esfuerzos para evitar que se concretara14.

Pero para el TSJ el referéndum sindical no 
afectaba los Convenios 87 y 98 de la OIT y más 
bien serviría para la protección de la libertad 
sindical, la libertad de participación democrática 
de los trabajadores y la alternabilidad en las di-
rectivas de las organizaciones sindicales, así co-
mo la elección universal, directa y secreta con-
forme al artículo 95 de la Constitución. Por esos 
motivos declaró improcedente un amparo contra 
la resolución del CNE de convocar el referéndum, 
desatendiendo los argumentos de que éste era 
una injerencia en los asuntos sindicales y que 
no tenía sentido que fuesen llamados a votarlo 
todos los electores15.

3. Fundamentación de la mora electoral
Finalmente, el TSJ apuntaló la tesis de la mo-

ra electoral: las autoridades sindicales con pe-
ríodo vencido y no renovado no pueden ejercer 
sino funciones de simple administración16. 

La mora electoral está basada en la discutible 
norma que limita a tres años el mandato de las 
directivas sindicales; y la que regula la convo-
catoria judicial a elecciones, pasados los tres 
meses del vencimiento del mandato de la junta 
directiva17. Después la mora fue consagrada ar-
bitrariamente por una disposición reglamentaria 
sin base legal, cuando ya era una realidad ex-
tendida y una figura aceptada por el TSJ18. 

La posición del TSJ carece de fundamento y 
es contraria al sentido común. Las normas en 
las cuales se apoya no establecen ninguna san-
ción para la junta directiva de un sindicato con 
mandato vencido. Con el mismo razonamiento 
del TSJ, numerosas juntas de condominio en esa 
situación estarían condenadas también a una 
actividad muy limitada; por el contrario, el inte-
rés de la comunidad, como en el caso de las 
directivas sindicales, es que esas juntas conti-
núen actuando.

Dos postulados clave
• Las organizaciones de trabajadores y de empleadores 
tienen el derecho de redactar sus estatutos y 
reglamentos administrativos, el de elegir libremente sus 
representantes, el de organizar su administración y sus 
actividades y el de formular su programa de acción.
• Las autoridades públicas deberán abstenerse de 
toda intervención que tienda a limitar este derecho o a 
entorpecer su ejercicio legal.
Convenio 87 sobre la libertad sindical y la protección 
del derecho de sindicación, de 1948, de la OIT (art. 3), 
ratificado por Venezuela.
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La parálisis de los sindicatos con directivas en 
mora anula, de paso, el derecho a la negociación 
colectiva de los trabajadores representados por 
ellos y los priva del derecho a reclamar el cum-
plimiento de las convenciones colectivas suscri-
tas. Además, de hecho libera al empleador de 
su obligación de negociar y de responder por 
su incumplimiento de la convención colectiva 
ante sindicatos con directiva en mora. Todo es-
to en nombre de la libertad sindical y el llamado 
principio democrático. 

La OIT ha criticado fuertemente el cuento chi-
no de la mora electoral19. Los atrasos electorales 
son frecuentes por inactividad de los propios 
sindicatos y por las complicadas reglas y prácti-
cas para renovar obligatoriamente sus directivas, 
impuestas por el CNE y el Gobierno. Para 2008 
se decía que más de la mitad de los sindicatos 
en Venezuela estaban en mora20. 

La mora electoral sindical fue convertida en 
un pecado capital para los sindicatos que el Go-
bierno quería demoler, en un país donde a dia-
rio estamos confrontados con la mora y la de-
mora en todos los campos, empezando por la 
que resulta de la inacción del Estado. 

El Gobierno creó y ha aprovechado la mora 
para desconocer los derechos nacidos de la con-
vención colectiva, negarse a negociar nuevas 

convenciones con sindicatos críticos y negociar 
con sindicatos amigos. El complemento perfec-
to de la mora ha sido el paralelismo sindical 
oficialista, con sindicatos que no necesitan cele-
brar elecciones y nadie los declara en mora. 

Ésta ha sido para las directivas sindicales lo 
que las inhabilitaciones para los candidatos a 
funciones públicas electivas, y la criminalización 
y penalización de la protesta para los sindicalis-
tas, estudiantes y vecinos. Con el visto bueno 
del TSJ. Apartando estas cuestiones, el conten-
cioso electoral sindical ha sido un ejercicio for-
malista que frecuentemente termina con senten-
cias largas, alambicadas, a veces mal redactadas 
y difíciles de entender para el común de los tra-
bajadores y sus dirigentes. El TSJ permanece 
ajeno al conflicto real que se desarrolla en la 
calle, como el de Sitrameca y el de la represen-
tatividad sindical.

La judicialización del contencioso sindical 
1. Guerra en Sitrameca. El conflicto sindical 

judicial más patético ha sido el de la intermina-
ble lucha por el poder del Sindicato de Trabaja-
dores del Metro de Caracas. Numerosos recursos 
y un entramado de procesos difíciles de enten-
der para un trabajador promedio. Esos procesos 
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escondían una falta de voluntad de resolver los 
problemas, según la Sala Electoral. En cambio, 
el sindicato no ha sabido oponerse a la desqui-
ciada rotación de presidentes de la empresa, la 
falta de transparencia, el deterioro de la calidad 
del servicio y de las condiciones de trabajo, el 
trabajo obligatorio del personal para la limpieza 
de sitios públicos, ni a la imposición presidencial 
de renegociar, en 2009, la convención colectiva, 
ya acordada, en perjuicio de los trabajadores; 
como no ha podido evitar, luego de una década 
de costosos litigios, las denuncias de fraude en 
las elecciones de 2010. 

2. La organización sindical más representativa. 
En otro conflicto, el TSJ no estuvo en condicio-
nes de decir que la CTV era la organización sin-
dical más representativa, siendo un hecho noto-
rio; ni que la UNT, que goza de los favores gu-
bernamentales pero ni siquiera ha celebrado 
elecciones nacionales, no lo era. 

Un debate necesario 
La intervención forzosa del CNE en las elec-

ciones sindicales, respaldada por el TSJ, ha sido 
jurídicamente perversa y ha tenido negativas 
consecuencias para los sindicatos y también pa-
ra el propio Estado.

Los dirigentes sindicales cayeron en la trampa 
de aceptar la tutela del CNE en sus procesos elec-
torales y de judicializar sus conflictos internos. 
Las acusaciones de deslegitimación y de mora 
envenenaron el ambiente sindical, como también 
la agresiva estrategia de paralelismo. El resultado 
ha sido un marasmo sindical y la consiguiente 
desprotección de los trabajadores. Estos asisten 
impotentes al deterioro de sus condiciones de 
empleo, sin posibilidad de negociar colectivamen-
te y amenazados de sanciones penales si protes-
tan, especialmente en el sector público.

Los sindicatos deben recuperar su derecho a 
elegir sus autoridades según sus estatutos, sin 
injerencia estatal. Pero para ello tienen que su-
perar las barreras del conflicto intersindical le-
vantadas durante más de una década. Ese con-
flicto no ha traído beneficios ni al movimiento 
sindical ni a los trabajadores, los males siempre 
denunciados siguen presentes y la injerencia es-
tatal es cada vez mayor. Los dirigentes sindicales 
deben conversar urgentemente, con las cartas 
sobre la mesa y un gran sentido de autocrítica, 
para hacer valer los derechos que el movimien-

to sindical se había ganado con sus luchas y que 
le garantizan los convenios de la OIT sobre la 
libertad sindical.

El Gobierno, por su parte, está aislado de los 
trabajadores. Aún los personeros de sindicatos 
cercanos se quejan en privado de la vocación an-
tisindical del régimen y de las prácticas del CNE. 
El aislamiento autista del Gobierno se aprecia so-
bre todo en la multiplicación de conflictos epilép-
ticos y sorpresivos de toda índole: laboral y veci-
nal, o de universitarios, o de presos, cada vez más 
radicales, que estallan a diario y no encuentran 
soluciones ni oportunas ni duraderas por lo cual 
dejan un sabor amargo en los participantes y en 
la opinión pública. El Gobierno se ha negado al 
diálogo con las organizaciones sindicales críticas 
a las cuales más bien ha acosado y anulado, y hoy 
se encuentra sin interlocutores sólidos con quienes 
buscar solución a esos conflictos.

El Gobierno tiene que convocar cuanto antes 
al movimiento sindical, sin distingos, para sos-
tener conversaciones francas y productivas que 
conduzcan sin demora al respeto de la autono-
mía sindical. Más aún, debe promover cuanto 
antes un diálogo tripartito como lo ha sugerido 
la OIT desde hace años, sobre todo ahora, cuan-
do la OIT ha decidido el envío inminente a Ve-
nezuela de una misión de alto nivel.

El Gobierno no puede seguir desconociendo 
al mundo sindical sin perjudicar a los trabajado-
res, sin aislarse cada vez más de los problemas 
sociales del país y sin comprometer su imagen 
internacional por la violación sistemática de la 
libertad sindical. Tampoco puede seguir desco-
nociendo a los representantes empresariales. Por 
su parte, los empleadores y los trabajadores de 
todas las tendencias tienen que buscar un terre-
no de entendimiento mínimo entre ellos y con 
el Gobierno para construir progresivamente un 
clima de diálogo social. No queda otra salida.

*Doctor en Ciencias del Trabajo.
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